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                  San Andrés Cholula, Puebla, a veinticuatro de junio de dos mil 

veintiséis. Vistos los autos del juicio al rubro indicado y encontrándose debidamente 

integrado el mismo, conforme a lo previsto por los artículos 49, 50, 58-1 y 58-13, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se procede a pronunciar 

sentencia definitiva en el juicio tramitado en la vía sumaría al rubro citado, abierto 

a nombre de ******* ***** ******* en los siguientes términos: 

 

R E S U L T A N D O S: 

 

                  1°. Mediante escrito ingresado en la Oficialía de Partes de esta Sala el 12 de 

marzo de 2026, compareció ******* ***** ******, por propio derecho, a demandar 

la nulidad de la boleta de infracción con folio TLAX/0052497, levantada el 05 de 

febrero de 2026, por el Servidor Público Comisionado a la Unidad Administrativa 

Centro SICT Tlaxcala, de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 

Transportes, a través de la cual se impusieron dos sanciones al hoy demandante 

por un total a 200 Unidades de Medida y Actualización. 

 

                  2°. A través de acuerdo de 30 de marzo de 2026, se admitió a trámite la 

demanda en la vía sumaria y se emplazó a la autoridad demandada para que diera 

contestación a la misma. 

 

                   3°. Mediante oficio depositado en la administración postal de Correos de 

México, en Tlaxcala, Tlaxcala, el 08 de mayo de 2026, e ingresado en la en la Oficialía de 

Partes de esta Sala el 14 de mayo de 2026, la autoridad demandada contestó la demanda, 

lo cual se hizo constar en el proveído de 12 de mayo 2026, en el que se admitió la 

contestación de demanda y se les concedió a las partes el término de tres días para que 

formularan alegatos por escrito.  

 



                   4°. En acuerdo de 2 de junio de 2024, se tuvieron por formulados los alegatos 

a la parte actora. 

 

                   5°. No existiendo ninguna cuestión pendiente que impida la resolución del 

presente juicio, toda vez que al vencer el plazo con el que contaban las partes para formular 

alegatos, quedó cerrada la instrucción del mismo, en cumplimiento a lo dispuesto en los 

artículos 49, 50, 58-1 y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se dicta sentencia definitiva en los siguientes términos: 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. COMPETENCIA DE LA MAGISTRADA RESOLUTORA. La 

Magistrada de la Primera Ponencia de la Tercera Sala Regional en Puebla y Auxiliar, es 

competente para conocer del juicio contencioso administrativo que nos ocupa con 

fundamento en los artículos 1°, 2° primer párrafo, 50, 51, 52, 58-1, 58-2 fracciones I y III 

y 58-3 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; 3, 36 fracción XII, 

de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 48 fracción XII, y 49 

fracción XII, del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

reformado mediante Acuerdo SS/10/2025, emitido por el Pleno General de la Sala Superior 

de este Tribunal el 14 de mayo de 2025, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

23 siguiente. 

 

       SEGUNDO. EXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. La 

existencia jurídica de la resolución materia de esta controversia, se encuentra debidamente 

acreditada en autos, en términos de lo dispuesto por los artículos 15, fracción III, 46, 

fracción I, de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo, 93, fracciones I 

y II, 95, 129, 199, 200, y 202, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria por disposición expresa del artículo 1° de la citada Ley, toda vez que la parte 

demandante exhibió en el presente juicio el documento en que consta la misma.  

 

                   TERCERO. Procedencia del juicio. Toda vez que la representación legal de 

la autoridad demandada no hizo valer causales de sobreseimiento ni de improcedencia, 

aunado a que esta Magistrada Instructora no advierte que se actualice alguna de ellas, con 

fundamento en el artículo 50, relacionado con el numeral 58-1, ambos de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, así como con sustento en la jurisprudencia VII-

J-SS-5, emitida por el Pleno de la Sala Superior de este Tribunal, de rubro: “JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. REGLAS PARA EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE 

IMPUGNACIÓN EN LA SENTENCIA DEFINITIVA”, en el siguiente considerando se procede al 

estudio de la legalidad de la resolución impugnada de acuerdo con los argumentos 

planteados por la accionante en el escrito de demanda. 

 

                  CUARTO. Atendiendo a lo dispuesto por el artículo 50, segundo párrafo de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en el cual se señala que “Cuando 

se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar 
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primero aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana”, esta Juzgadora 

procede al estudio de la legalidad del acto controvertido de conformidad con los 

argumentos planteados por la parte accionante en el tercer y cuarto conceptos 

impugnación del escrito de demanda. 

 

                En el tercer concepto de impugnación argumenta que la boleta de infracción 

impugnada es ilegal porque en la parte superior de la misma se menciona un oficio de 

comisión, pero se omite hacer referencia al Acuerdo del Superior Jerárquico del Director 

General del Centro SICT Querétaro, a lo cual se encontraba obligado de conformidad con el 

artículo 10 fracción XV, del Reglamento Interior de la Secretaria de Infraestructura 

Comunicaciones y Transportes. 

 

              En el cuarto concepto de impugnación señala que la persona que levantó la 

boleta se ostentó en forma genérica como Servidor Público Comisionado, y si bien, el artículo 

70, de la Ley de Caminos y Puentes y Autotransporte Federal, señala que se podrán 

comisionar Servidores Públicos para inspeccionar en Centros Fijos de Verificación, e imponer 

sanciones, lo cierto es que la designación genérica no es suficiente para salvaguardar la 

seguridad jurídica del gobernado.   

 

 La autoridad demandada al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la 

boleta de infracción impugnada. 

 

Antes de atender los planteamientos de las partes, se debe precisar que siempre 

que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación 

relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su 

estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo 

al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede 

producir, guarda relación con la nulidad que en su caso derivará por la incompetencia de la 

autoridad o por la falta o indebida fundamentación en su caso, de la misma. 

 

Una vez realizadas las precisiones anteriores, analizados los argumentos y las 

constancias que obran en el expediente en que se actúa, se llega a la conclusión de que 

son fundados los argumentos del actor encaminados a controvertir la deficiente 

fundamentación de la competencia de la autoridad emisora de la resolución 

impugnada, de conformidad con lo siguiente:  

 



El artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone 

los requisitos que debe reunir todo acto administrativo de molestia al particular, al tenor 

siguiente: 

 

Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona familia, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

Precepto constitucional, del que se sigue que, nadie puede ser molestado en su 

persona familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de 

la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

Por su parte, el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 

dispone los elementos y requisitos que deben reunir todo acto de autoridad, al tenor 

siguiente: 

 

Artículo 3.- Son elementos y requisitos del acto administrativo: 
I. Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso de 
que dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto para 
emitirlo; 
… 
V. Estar fundado y motivado; 
 

 
De lo que se colige que en su fracción I, el artículo en comento contempla que los 

actos administrativos deben ser expedidos por autoridad competente, y en su fracción V, 

señala que tales actos deben estar fundados y motivados. Lo que resulta congruente con 

los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica previstos en el primer párrafo 

del artículo 16 constitucional. 

 

Al interpretar armónicamente los derechos de legalidad y seguridad jurídica que 

consagra el 16, además del 14, constitucionales, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, determinó que los actos de molestia deben, entre otros requisitos, ser emitidos 

por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, 

lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por 

quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades 

esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que 

otorgue tal legitimación. 

 

De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no 

conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo 

emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se 

encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si es conforme o no a la 

Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la 

ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede 

acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que 

invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria. 
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Lo anterior, se aprecia de la jurisprudencia P./J. 10/94, de rubro y texto:  

 

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL 
ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías 
individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 
constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre 
otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades 
esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad 
necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, 
como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el 
dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se 
dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que 
faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente 
que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no 
dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o 
a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad 
del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede 
acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o 
decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental 
o la secundaria. 
 
Contradicción de tesis 29/90. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal (en la actualidad Primero) 
Colegiado del Décimo Tercer Circuito. 17 de junio de 1992. Unanimidad de 
dieciocho votos. Ponente: Carlos de Silva Nava. Secretario: Jorge D. Guzmán 
González.1 

 

Con el paso del tiempo, el Máximo Tribunal del País ha profundizado en la 

interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 constitucionales, en relación 

con la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los actos administrativos la cita o 

transcripción de los preceptos que le confieren competencia. 

 

En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto 

autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 

 

a) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, que 
contengan los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado 
para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, 
precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables y;  
 
b) Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o 
facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. 
 

Lo antes expuesto se ve robustecido con la siguiente jurisprudencia: 

                                                 
1
 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, registro 205463, número 77, mayo de 1994, 

página 12.  
 



 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.  
De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar 
suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de 
expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que 
también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la 
emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos 
aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la 
hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que 
nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud 
de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa 
legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus 
actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de 
apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para 
poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario 
que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al 
caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta 
del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda 
exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y 
b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las 
autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917-1995, Tomo III, 
Primera Parte, tesis 73, Pág. 52. 
 

La competencia de las autoridades administrativas se fija siguiendo, básicamente, 

cuatro criterios:  

 

a) Materia: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones jurídicas que 
constituyen el objeto de aquel, se ubican dentro del campo de acción de cada 
órgano, que se distingue de los demás. 
 
b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la competencia 
estructurada piramidalmente, que deriva de la organización jerárquica de la 
administración pública, en la que las funciones se ordenan por grados (escalas) y 
los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores 
o viceversa. 
 
c) Territorio: Esta hace alusión a las circunscripciones administrativas. El Estado 
por la extensión de territorio y complejidad de las funciones que ha de realizar, 
eventualmente se encuentra en necesidad de dividir su actividad entre órganos 
situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales tiene un campo 
de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que tengan idéntica 
competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin embargo, por razón 
de territorio. 
 
d) Cuantía: Atiende al mayor o menor quántum, se determina por el valor jurídico 
o económico del objeto del acto que ha de realizar el órgano correspondiente. 

 

En ese contexto, la Segunda Sala de la Suprema Corte, estableció que la garantía 

de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas 

legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se 

trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la 

posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las 
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autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa 

de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios.  

 

En congruencia con lo anterior, concluyó que es un requisito esencial y una 

obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo 

puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya 

sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito 

de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen. 

 

 Por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de 

fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es 

necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón 

de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le 

otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o 

subinciso. 

 

Asimismo, la Segunda Sala señaló que, tratándose de una norma compleja, 

en caso de que el ordenamiento legal no contenga apartado, fracción, inciso o 

subinciso, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de 

especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues 

considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo 

de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, 

si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, 

dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que 

integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que 

emana, por razón de materia, grado y territorio. 

 

Lo anterior, es visible en la jurisprudencia 2a./J. 115/2005, que dice:  

 

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A 
PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 
OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 
FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS 
CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis 
de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU 
FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así 
como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte 



que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y 
precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa 
para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente 
protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y 
seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o 
lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa 
ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia 
con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la 
autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo 
que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido 
realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo 
ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo 
autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de 
fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es 
necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de 
materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que 
le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o 
subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si 
se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, 
con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades 
que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado 
tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad 
en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, 
materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de 
indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto 
normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, 
por razón de materia, grado y territorio. 
 
Contradicción de tesis 114/2005-SS. 
Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos mil cinco.2 
 

De conformidad con la citada jurisprudencia, una norma compleja es aquella 

que incluye diversos elementos competenciales o establece una pluralidad de 

competencias o facultades que constituyan aspectos independientes unos de 

otros; por lo que, la naturaleza de una norma compleja depende de la pluralidad de 

hipótesis que la componen, porque el particular no tiene la certeza a cuál de ellas se refiere 

el acto que le perjudica. 

 

Al respecto, se trae a colación la jurisprudencia I.7o.A. J/65 (9a.), del Séptimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de la literalidad que sigue: 

 

NORMAS COMPLEJAS. SU NATURALEZA DEPENDE DE LA PLURALIDAD DE 
HIPÓTESIS QUE LAS COMPONEN. De conformidad con la jurisprudencia 2a./J. 
115/2005 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, de rubro: "COMPETENCIA DE LAS 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE 
EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO 
LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 
FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE 
TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE 
CORRESPONDIENTE.", una norma compleja es aquella que incluye diversos 
elementos competenciales o establece una pluralidad de competencias o facultades 
que constituyan aspectos independientes unos de otros, de manera que para 
estimarse correcta la fundamentación de un acto de autoridad que se apoye en un 
precepto de tal naturaleza es necesaria la cita precisa del apartado, fracción, inciso 

                                                 
2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, registro 177347, tomo XXII, septiembre de 
2005, página 310. 
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o subinciso que otorgue la atribución ejercida o, si no los contiene, la transcripción 
del texto correspondiente. Por tanto, la naturaleza de una norma compleja depende 
de la pluralidad de hipótesis que la componen, porque el particular no tiene la 
certeza a cuál de ellas se refiere el acto que le perjudica. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO.3 

 

Ahora bien, teniendo a la vista la boleta de infracción impugnada en el presente 

juicio, descrita en el resultando primero de este fallo, y que obra en original a foja 13 del 

expediente en que se actúa, a la cual se le otorga valor probatorio pleno de conformidad 

con lo dispuesto por la fracción I, del artículo 46, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se advierte que fue emitida por ***** ****** ******** 

bajo el carácter de Servidor Público Comisionado a la Unidad Administrativa 

Centro SICT Tlaxcala, de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 

Transportes, quien al fundar su competencia, lo hizo bajo la aplicación, de entre otros, los 

numerales que se reproducen enseguida: 

 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, registro 159997, libro XI, agosto de 2012, 
tomo 2, página 1244.  

 



Los preceptos legales mencionados disponen lo siguiente: 
 
 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
 

Artículo 1°. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.  
 
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia.  
 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la 
ley.  
 
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 
extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 
libertad y la protección de las leyes.  
 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, 
la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas 
 
Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 
alguna. 
 
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el 
que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 
Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 
 
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y 
aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 
exactamente aplicable al delito de que se trata. 
 
En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra 
o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios 
generales del derecho. 
 
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos 
seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará 
con que que de constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su 
contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.  
 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, 
rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en 
los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los 
principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, 
disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los 
derechos de terceros.  
 
No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que 
preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado 
con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido 
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ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en 
su comisión.  
 
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al 
inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta 
responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal. 
 
 
Artículo 90. La Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal 
conforme a la Ley Orgánica que expida el Congreso, que distribuirá los negocios 
del orden administrativo de la Federación que estarán a cargo de las Secretarías 
de Estado y definirá las bases generales de creación de las entidades paraestatales 
y la intervención del Ejecutivo Federal en su operación.  
 
Las leyes determinarán las relaciones entre las entidades paraestatales y el 
Ejecutivo Federal, o entre éstas y las Secretarías de Estado. La función de Consejero 
Jurídico del Gobierno estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo Federal que, 
para tal efecto, establezca la ley.  
 
El Ejecutivo Federal representará a la Federación en los asuntos en que ésta sea 
parte, por conducto de la dependencia que tenga a su cargo la función de Consejero 
Jurídico del Gobierno o de las Secretarías de Estado, en los términos que establezca 
la ley. 
 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
 

Artículo 1o. La presente Ley establece las bases de organización de la 
Administración Pública Federal, centralizada y paraestatal. La Oficina de la 
Presidencia de la República, las Secretarías de Estado y la Consejería Jurídica 
del Ejecutivo Federal, integran la Administración Pública Centralizada.  
 
Los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal, las 
instituciones nacionales de crédito, las organizaciones auxiliares nacionales 
de crédito, las instituciones nacionales de seguros y de fianzas y los 
fideicomisos, componen la administración pública paraestatal.  
 
Artículo 2o. En el ejercicio de sus atribuciones y para el despacho de los 
negocios del orden administrativo encomendados al Poder Ejecutivo de la 
Unión, habrá las siguientes dependencias de la Administración Pública 
Centralizada:  
 
I. Secretarías de Estado,  
… 
 
Artículo 14.- Al frente de cada Secretaría habrá un Secretario de Estado, quien 
para el despacho de los asuntos de su competencia, se auxiliará por los 
Subsecretarios, Oficial Mayor, Directores, Subdirectores, Jefes y Subjefes de 
Departamento, oficina, sección y mesa, y por los demás funcionarios que establezca 
el reglamento interior respectivo y otras disposiciones legales. 
 
En los juicios de amparo, el Presidente de la República podrá ser representado por 
el titular de la dependencia a que corresponde el asunto, según la distribución de 
competencias. Los recursos administrativos promovidos contra actos de los 



Secretarios de Estado serán resueltos dentro del ámbito de su Secretaría en los 
términos de los ordenamientos legales aplicables.” 
 
Artículo 16.- Corresponde originalmente a los titulares de las Secretarías de 
Estado el trámite y resolución de los asuntos de su competencia, pero para la mejor 
organización del trabajo podrán delegar en los funcionarios a que se refiere el 
artículo 14 de esta Ley, cualesquiera de sus facultades, excepto aquéllas que por 
disposición de ley o del reglamento interior respectivo, deban ser ejercidas 
precisamente por dichos titulares.  
 
Los propios titulares de las Secretarías de Estado también podrán adscribir 
orgánicamente las unidades administrativas establecidas en el reglamento interior 
respectivo, a las Subsecretarías y a las otras unidades de nivel administrativo 
equivalente que se precisen en el mismo reglamento interior.  
 
Los acuerdos por los cuales se deleguen facultades o se adscriban unidades 
administrativas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. 
 
… 
 
Artículo 18. En el reglamento interior de cada una de las Secretarías de Estado 
que será expedido por el Presidente de la República, se determinarán las 
atribuciones de sus unidades administrativas, así como la forma en que los titulares 
podrán ser suplidos en sus ausencias. 
… 
 
Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden administrativo, el Poder 
Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes Secretarías: 
 
I. Secretaría de Gobernación; 
II. Secretaría de Relaciones Exteriores; 
III. Secretaría de la Defensa Nacional; 
IV. Secretaría de Marina; 
V. Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 
VI. Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 
VII. Secretaría de Bienestar; 
VIII. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 
IX. Secretaría de Energía; 
X. Secretaría de Economía; 
XI. Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 
XII. Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes; 
XIII. Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno; 
XIV. Secretaría de Educación Pública; 
XV. Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e Innovación; 
XVI. Secretaría de Salud; 
XVII. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 
XVIII. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 
XIX. Secretaría de Cultura; 
XX. Secretaría de Turismo; 
XXI. Secretaría de las Mujeres, y 
XXII. Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones. 
 
ARTICULO 36.- A la Secretaría de Comunicaciones y Transportes corresponde el 
despacho de los siguientes asuntos: 
… 
IX.- Otorgar concesiones y permisos para la explotación de servicios de 
autotransportes en las carreteras federales y vigilar técnicamente su 
funcionamiento y operación, así como el cumplimiento de las disposiciones legales 
respectivas; 
… 
XXVII.- Los demás que expresamente le fijen las leyes y reglamentos. 
… 
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                 Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

 
… 

 
Artículo. 3.- Son elementos y requisitos del acto administrativo: 
 
I. Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso de 
que dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto para 
emitirlo; 
 
II. Tener objeto que pueda ser materia del mismo; determinado o determinable; 
preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y previsto por la ley; 
 
III. Cumplir con la finalidad de interés público regulado por las normas en que se 
concreta, sin que puedan perseguirse otros fines distintos; 
 
IV. Hacer constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que lo expida, 
salvo en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de expedición; 
 
V. Estar fundado y motivado; 
 
VI.  (DEROGADA, D.O.F. 24 DE DICIEMBRE DE 1996) 
 
VII. Ser expedido sujetándose a las disposiciones relativas al procedimiento 
administrativo previstas en esta Ley; 
 
VIII. Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o sobre el 
fin del acto; 
 
IX. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión; 
 
X. Mencionar el órgano del cual emana; 
 
XI. (DEROGADA, D.O.F. 24 DE DICIEMBRE DE 1996) 
 
XII. Ser expedido sin que medie error respecto a la referencia específica de 
identificación del expediente, documentos o nombre completo de las personas; 
 
XIII. Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión; 
 
XIV. Tratándose de actos administrativos (sic) deban notificarse deberá hacerse 
mención de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el expediente 
respectivo; 
 
XV. Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención de los 
recursos que  procedan, y 
 
XVI. Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos por las 
partes o establecidos por la ley. 
 
… 
 
Artículo 9.- El acto administrativo válido será eficaz y exigible a partir de que surta 
efectos la notificación legalmente efectuada. 



Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior, el acto administrativo por el cual 
se otorgue un beneficio al particular, caso en el cual su cumplimiento será exigible 
por éste al órgano administrativo que lo emitió desde la fecha en que se dictó o 
aquélla que tenga señalada para iniciar su vigencia; así como los casos en virtud 
de los cuales se realicen actos de inspección, investigación o vigilancia conforme a 
las disposiciones de ésta u otras leyes, los cuales son exigibles a partir de la fecha 
en que la Administración Pública Federal los efectúe. 
 
Artículo 12.- Las disposiciones de este Título son aplicables a la actuación de los 
particulares ante la Administración Pública Federal, así como a los actos a través 
de los cuales se desenvuelve la función administrativa. 
 
Artículo 13.- La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con 
arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad y 
buena fe. 
 
Artículo 14.- El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición 
de parte interesada. 
 
Artículo 16.- La Administración Pública Federal, en sus relaciones con los 
particulares, tendrá las siguientes obligaciones: 
I. Solicitar la comparecencia de éstos, sólo cuando así esté previsto en la ley, previa 
citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de 
la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 
II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de 
verificación, sólo en aquellos casos previstos en ésta u otras leyes; 
III. Hacer del conocimiento de éstos, en cualquier momento, del estado de la 
tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a 
proporcionar copia de los documentos contenidos en ellos; 
IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los 
originales, la presentación de los mismos; 
V. Admitir las pruebas permitidas por la ley y recibir alegatos, los que deberán ser 
tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 
VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos 
por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el 
expediente que se está tramitando; 
VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos 
que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o 
solicitudes que se propongan realizar; 
VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en ésta 
u otras leyes; 
IX. Tratar con respeto a los particulares y a facilitar el ejercicio de sus derechos y 
el cumplimiento de sus obligaciones; y 
X. Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le formulen; así como en los 
procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, 
debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley. 
 
Artículo 30.- ... 
Las autoridades administrativas, en caso de urgencia o de existir causa justificada, 
podrán habilitar horas inhábiles cuando la persona con quien se vaya a practicar la 
diligencia realice actividades objeto de investigación en tales horas. 
Artículo 66.- De toda visita de verificación se levantará acta circunstanciada, en 
presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido 
la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos. 
De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, 
aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni 
del documento de que se trate, siempre y cuando el verificador haga constar tal 
circunstancia en la propia acta. 
 
Artículo 67.- En las actas se hará constar: 
I. Nombre, denominación o razón social del visitado; 
II. Hora, día, mes y año en que se inicie y concluya la diligencia; 
III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra forma de comunicación 
disponible, municipio o delegación, código postal y entidad federativa en que se 
encuentre ubicado el lugar en que se practique la visita; 
IV. Número y fecha del oficio de comisión que la motivó; 
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V. Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia; 
VI. Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos; 
VII. Datos relativos a la actuación; 
VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla; y 
IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los de quien 
la hubiere llevado a cabo. Si se negaren a firmar el visitado o su representante 
legal, ello no afectará la validez del acta, debiendo el verificador asentar la razón 
relativa. 
 
Artículo 69.- Las dependencias podrán, de conformidad con las disposiciones 
aplicables, verificar bienes, personas y vehículos de transporte con el objeto de 
comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual se deberán 
cumplir, en lo conducente, las formalidades previstas para las visitas de verificación. 
 
Artículo 77.- Cuando en una misma acta se hagan constar diversas infracciones, 
en la resolución respectiva, las multas se determinarán separadamente así como el 
monto total de todas ellas.  
 
Cuando en una misma acta se comprenda a dos o más infractores, a cada uno de 
ellos se le impondrá la sanción que corresponda. 

 
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal 

 
 

Artículo 1o. La presente Ley tiene por objeto regular la construcción, operación, 
explotación, conservación y mantenimiento de los caminos y puentes a que se 
refieren las fracciones I y V del Artículo siguiente, los cuales constituyen vías 
generales de comunicación; así como los servicios de autotransporte federal que 
en ellos operan, sus servicios auxiliares y el tránsito en dichas vías. 
 
… 
 
Artículo 5o.- Es de jurisdicción federal todo lo relacionado con los caminos, 
puentes, así como el tránsito y los servicios de autotransporte federal que en ellos 
operan y sus servicios auxiliares. 
 
Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otorgadas a otras dependencias 
de la Administración Pública Federal las siguientes atribuciones: 
… 
 
III. Otorgar las concesiones y permisos a que se refiere esta Ley; vigilar su 
cumplimiento y resolver sobre su revocación o terminación en su caso; 
 
IV. Vigilar, verificar e inspeccionar que los caminos y puentes, así como 
los servicios de autotransporte y sus servicios auxiliares, cumplan con los 
aspectos técnicos y normativos correspondientes; 
 
… 
 
IX. Las demás que señalen otras disposiciones legales aplicables. 
… 
 
Artículo 8o.- Se requiere permiso otorgado por la Secretaría para: 
 



I. La operación y explotación de los servicios de autotransporte federal de carga, 
pasaje y turismo; 
… 
 
III. Los servicios de arrastre, arrastre y salvamento y depósito de vehículos; 
… 
 
XI. El transporte privado de personas y de carga salvo lo dispuesto en el artículo 
40 de la presente Ley. 
 
Artículo 35.- Todos los vehículos de autotransporte de carga, pasaje y turismo 
que transiten en caminos y puentes de jurisdicción federal, deberán cumplir con la 
verificación técnica de su condiciones físicas y mecánicas y obtener la constancia 
de aprobación correspondiente con la periodicidad y términos que la Secretaría 
establezca en la norma oficial mexicana respectiva.  
 
Las empresas que cuenten con los elementos técnicos conforme a la norma oficial 
mexicana respectiva, podrán ellas mismas realizar la verificación técnica de sus 
vehículos.  
 
Artículo 36. Los conductores de vehículos de autotransporte federal, deberán 
obtener y, en su caso, renovar, la licencia federal que expida la Secretaría, en los 
términos que establezca el reglamento respectivo. Quedan exceptuados de esta 
disposición los conductores de vehículos a los que se refieren los artículos 40 y 44. 
 
Artículo 39.- Los vehículos destinados al servicio de autotransporte federal y 
privado de pasajeros, turismo y carga, deberán cumplir con las condiciones de 
peso, dimensiones, capacidad y otras especificaciones, así como con los límites de 
velocidad en los términos que establezcan los reglamentos respectivos. Asimismo, 
están obligados a contar con dispositivos de control gráficos o electrónicos de 
velocidad máxima.” 
… 
 
Artículo 45.- Tratándose de arrendamiento puro y financiero de vehículos 
destinados al servicio federal de autotransporte, se estará a las disposiciones 
legales de la materia. 
… 
 
Artículo 50.- El permiso de autotransporte de carga autoriza a sus titulares para 
realizar el autotransporte de cualquier tipo de bienes en todos los caminos de 
jurisdicción federal.  
 
La Secretaría regulará el autotransporte de materiales, residuos, remanentes y 
desechos peligrosos que circulen en vías generales de comunicación, sin perjuicio 
de las atribuciones que la ley otorga a otras dependencias del Ejecutivo Federal. 
Los términos y condiciones a que se sujetará este servicio, se precisarán en los 
reglamentos respectivos.  
 
Tratándose de objetos voluminosos o de gran peso, se requiere de permiso especial 
que otorgue la Secretaría, en los términos de esta Ley y los reglamentos 
respectivos. 
 
Artículo 60.- Los vehículos nacionales y extranjeros destinados a la prestación de 
servicios de autotransporte internacional de pasajeros, turismo y carga a que se 
refiere el artículo anterior, deberán cumplir con los requisitos de seguridad 
establecidos por esta Ley y sus reglamentos; asimismo, deberán contar con placas 
metálicas de identificación e instrumentos de seguridad. Los operadores de dichos 
vehículos deberán portar licencia de conducir vigente. 
 
Artículo 70.- La Secretaría tendrá a su cargo la inspección, verificación y vigilancia 
de los caminos y puentes, así como de los servicios de autotransporte federal, sus 
servicios auxiliares y transporte privado, en sus aspectos técnicos y normativos, 
para garantizar el cumplimiento de esta Ley, sus reglamentos y las normas oficiales 
mexicanas que expida de acuerdo con la misma. Para tal efecto, podrá requerir en 
cualquier tiempo a los concesionarios y permisionarios informes con los datos 
técnicos, administrativos, financieros y estadísticos, que permitan a la Secretaría 
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conocer la forma de operar y explotar los caminos, puentes, los servicios de 
autotransporte federal y sus servicios auxiliares. 
 
La Secretaría inspeccionará o verificará en centros fijos de verificación 
de peso y dimensiones, que tanto el autotransporte federal, sus servicios 
auxiliares y transporte privado que operen en los caminos y puentes, cumplen con 
las disposiciones sobre pesos, dimensiones y capacidad de los vehículos, de 
acuerdo con lo establecido en las normas oficiales mexicanas respectivas. Lo 
anterior sin perjuicio de las atribuciones que tiene conferidas la Secretaría de 
Seguridad Pública en la materia, cuando los vehículos circulen en los caminos y 
puentes. 
 
Para los efectos del presente artículo, la Secretaría podrá comisionar a 
servidores públicos a su servicio, quienes, en su caso, impondrán las 
sanciones respectivas. 
 
La Secretaría podrá autorizar a terceros para que lleven a cabo verificaciones de 
acuerdo con lo establecido en la Ley Federal sobre Metrología y Normalización. 
 
Artículo 70 Bis. La Secretaría y la Secretaría de Seguridad Pública, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, se coordinarán en la vigilancia, verificación e 
inspección de los servicios de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y 
transporte privado. 
 
… 
 
Reglamento sobre el peso, dimensiones y capacidad de los vehículos de 
autotransporte que transitan en los caminos y puentes de jurisdicción 
federal 
 
 
Artículo 1o.- El presente Reglamento tiene por objeto regular el peso, 
dimensiones y capacidad a que se deben sujetar los vehículos de autotransporte 
de pasajeros, de turismo y de carga que transiten en los caminos de jurisdicción 
federal.” 
 
Artículo 3o.- Compete a la Secretaría la aplicación del presente 
Reglamento, sin perjuicio de la competencia que corresponda a otras 
dependencias de la Administración Pública Federal. 
 
Artículo 5o.- El peso, dimensiones y capacidad máximos de los vehículos, así como 
las configuraciones o combinaciones vehiculares, según el tipo de caminos y 
puentes por el que transiten, y la presión de inflado de las llantas, se ajustarán a 
las normas correspondientes expedidas de conformidad con lo previsto en la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización. 
 
Las violaciones a este Reglamento y las normas oficiales mexicanas 
correspondientes, serán sancionadas conforme a lo establecido en la Ley y este 
Reglamento. 
 
Artículo 6o.- La clasificación de los caminos y puentes para los efectos de este 
Reglamento, se sujetará a lo establecido en el Apéndice del mismo. Se permitirá la 
circulación de los vehículos provenientes de un camino de mayor clasificación, con 
las especificaciones correspondientes a éste, por uno de menor clasificación en 
ambas direcciones, siempre y cuando la longitud recorrida en cada dirección no sea 



mayor a 150 Km. Los tractocamiones y camiones que requieran transitar de una 
carretera a otra tipo “A”, “B” o “C” en una longitud mayor de 50 km, y hasta 150 
km, deben contar en la parte superior con luces blancas de destello, y los 
semirremolques y remolques con cintas reflejantes y luces blancas, que demarquen 
los costados y gálibos del vehículo, conforme a la norma correspondiente. 
 
Los vehículos extranjeros sólo podrán circular en carreteras tipo “ET”. En caso de 
que requieran circular en carreteras o caminos de menor clasificación, no podrán 
hacerlos por más de 30 km. 
 
Las industrias cuyas instalaciones se encuentren ubicadas a una distancia de la red 
troncal superior a los 150 Km., deben solicitar autorización de la Secretaría para 
que su carga pueda ser trasladada en caminos de menor clasificación por una 
longitud mayor a ésta. La Secretaría establecerá las condiciones para otorgar dicha 
autorización. 
 
La Secretaría podrá modificar, reducir o ampliar la clasificación de los caminos y 
puentes de jurisdicción federal, que contempla el apéndice de este Reglamento, 
cuando así se requiera, tomando en cuenta las características de tránsito seguro, 
así como los requerimientos económicos y de comunicación del país, previo aviso 
publicado en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Artículo 8o.- La Secretaría vigilará, verificará e inspeccionará que la capacidad, 
peso bruto vehicular y dimensiones de los vehículos de autotransporte federal, sus 
servicios auxiliares y transporte privado, cumplan con lo establecido en este 
Reglamento y las normas oficiales mexicanas. 
 
La verificación e inspección del peso, dimensiones y capacidad de los vehículos se 
realizará en centros fijos de verificación de peso y dimensiones que opere la 
Secretaría. En su caso, la Secretaría podrá realizar esta verificación o inspección en 
terminales de los diferentes modos de transporte. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de las atribuciones que tiene conferidas la Secretaría de 
Seguridad Pública en la materia, cuando los vehículos circulen en los caminos y 
puentes de jurisdicción federal. 
 
Asimismo, la verificación del peso y dimensiones se podrá realizar por unidades de 
verificación aprobadas en términos de la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización. 
 
Artículo 9o.- Los pesos de los vehículos y sus dimensiones, según su tipo, se 
sujetarán a lo establecido en este Reglamento, para cada uno de los tipos de 
carreteras de acuerdo a la clasificación contenida en el Apéndice a que se refiere 
el artículo 6o. 
 
Artículo 10.- Cuando se contrate carro por entero, el usuario del autotransporte 
de carga y el transportista, serán responsables de que la carga y el vehículo que la 
transporta, cumplan con el peso y dimensiones establecidos en este Reglamento y 
en la Norma correspondiente. Esta responsabilidad deberá pactarse en el contrato 
que se celebre entre el usuario y el autotransportista y establecerse en la carta de 
porte. 
 
Para tal efecto, el usuario deberá declarar el peso de su carga en la carta de porte, 
y el autotransportista anexará a ésta una constancia de peso y dimensiones en la 
que se indique la capacidad de carga útil del vehículo. 
 
Artículo 11.- El fabricante o reconstructor de vehículos de autotransportes 
deberán proporcionar la constancia de capacidad y dimensiones para el transporte 
de personas, o de peso y dimensiones para el traslado de carga, de conformidad 
con la Norma respectiva. Dicha Norma indicará a partir de qué año/modelo los 
fabricantes o reconstructores de vehículos nuevos o reconstruidos, deben otorgar 
la mencionada constancia, además de que incluya como mínimo el peso bruto 
vehicular, peso vehicular, capacidad y dimensiones del vehículo, número y tipo de 
llantas. 
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Asimismo, el fabricante o reconstructor debe colocar en el vehículo una placa 
legible e indeleble o calcomanía inviolable, legible e indeleble, que contendrá de 
conformidad con la Norma respectiva, las especificaciones técnicas de peso bruto 
vehicular, peso vehicular, capacidad y dimensiones del vehículo, número y tipo de 
llantas, así como el año/modelo de fabricación y otras características de 
identificación que incluya la Norma correspondiente. 
 
Las constancias de capacidad y dimensiones o de peso y dimensiones, así como la 
placa o calcomanía de especificaciones técnicas a que alude este artículo, sólo 
podrán ser expedidas por el fabricante o reconstructor.” 
 
Artículo 12.- Tratándose de vehículos reconstruidos o aquellos que se dieron de 
alta previo a la expedición del Reglamento, o bien que uno u otro pretenda ingresar 
al servicio de autotransporte federal, deben cumplir con la verificación físico-
mecánica del vehículo de acuerdo con lo que establece el artículo 14 del 
Reglamento. 
 
Artículo 13.- El fabricante o reconstructor debe tener disponible la memoria de 
cálculo estructural, así como los diagramas de distribución de cargas, esfuerzos 
cortantes y momentos flexionantes del vehículo, que sirvan para comprobar que 
las unidades soportan las cargas y fatigas a que son sometidas durante su 
operación, cuando la Secretaría u Organismo de Certificación aprobados por la 
misma, así lo requieran. 
 
Artículo 14.- Todos los vehículos destinados a la prestación del servicio de 
autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado que operen en 
puentes y caminos de jurisdicción federal, deberán cumplir con la verificación 
técnica de sus condiciones físicas y mecánicas y obtener la constancia de 
aprobación correspondiente con la periodicidad y condiciones que establezcan las 
normas y disposiciones respectivas. 
 
La verificación la realizará la Secretaría en visitas de inspección o en unidades de 
verificación de control técnico que para el efecto se establezcan, las cuales podrán 
ser operadas por la Secretaría o por terceros autorizados en los términos de Ley. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de las atribuciones que tiene conferidas la Secretaría de 
Seguridad Pública en la materia, para la revisión de las condiciones mínimas de 
seguridad, cuando los vehículos operen en los caminos y puentes de jurisdicción 
federal.” 
 
Artículo 15.- Para garantizar la seguridad, es responsabilidad del transportista 
sujetar la carga con los elementos necesarios y vigilar que el centro de gravedad 
sea adecuado a la misma, a fin de evitar que toda o parte de ésta se desplace o 
caiga del vehículo. 
 
Artículo 16.- Cuando se requiera transportar bienes de gran peso o volumen que 
rebasen lo establecido en la norma a que se refiere el artículo 5o. de este 
Reglamento, el transportista deberá obtener previamente permiso especial de la 
Secretaría. 
 
Artículo 17.- Para obtener el permiso a que se refiere el artículo anterior, se 
deberá presentar: 
 
I. Tarjetas de circulación de la combinación vehicular y el equipo alterno; 
 



II. Plano que muestre la combinación vehicular en su vista lateral y posterior, 
firmado por el representante legal de la empresa, salvo tratándose de grúas 
industriales, indicando: 
 
a) Dimensiones de la carga y la combinación vehicular (largo, ancho y alto); 
b) Distancia entre ejes internos y entre cada uno de los ejes; 
c) Altura probable del centro de gravedad; 
d) Carga muerta, útil y total por eje, y 
e) Carga total por llanta. 
 
Tratándose de permisos para carga de más de noventa toneladas, el plano deberá 
contener, adicionalmente, el número de llantas por eje, la propuesta de rutas y la 
carga muerta y útil por llanta, y 
 
III. Documento que acredite fehacientemente el peso y dimensiones de la carga a 
transportar, expedida por el emisor de la carga. 
 
El transportista y el propietario de la carga son responsables del debido 
cumplimiento de las disposiciones operativas y de seguridad que se fijen en el 
permiso. 
  
Para el caso de bienes de gran peso o volumen de hasta noventa toneladas de 
carga útil, el transportista debe presentar el formato de permiso especial que para 
el efecto emita la Secretaría, debidamente requisitado y firmado bajo protesta de 
decir verdad, junto con la totalidad de los documentos que se señalan en las 
fracciones I a III anteriores, a efecto de recabar sello de recibido por parte de la 
autoridad correspondiente, con lo cual se autoriza el tránsito de la transportación. 
 
Para el caso de bienes de gran peso o volumen de carga útil mayor a noventa 
toneladas, el transportista debe presentar solicitud de permiso especial ante la 
Secretaría, incluyendo los documentos que se señalan en las fracciones I a III del 
presente artículo. La Secretaría emitirá la resolución respectiva en un plazo no 
mayor a quince días naturales. 
 
En caso de que el permiso especial a que se refiere este artículo se solicite para el 
tránsito de grúas industriales con peso máximo de noventa toneladas, se requerirá 
presentar exclusivamente lo señalado en las fracciones I a III de este artículo, 
respecto de la grúa industrial.  
 
Cuando el propietario de la carga haga una declaración falsa sobre el peso de la 
misma o realice la contratación con empresas transportistas que no cuentan con el 
permiso respectivo, será responsable de los daños causados a la infraestructura 
carretera y éstos serán reparados a su cargo a satisfacción de la Secretaría. 
… 
 
Artículo 19.- En todos los casos de permisos especiales, el transportista deberá 
cumplir con las disposiciones operativas y de seguridad que en el permiso se 
establezcan por parte de la Secretaría. 
 
Artículo 20.- La Secretaría y la Secretaría de Seguridad Pública a través de la 
Policía Federal Preventiva, impondrán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, conforme al Tabulador de Multas que forma parte de este 
Reglamento, las sanciones por el incumplimiento a las disposiciones del mismo, en 
materia de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado. 
 
Para la imposición de las sanciones a que se refiere este Reglamento, se atenderán 
los criterios que establece el artículo 77 de la Ley y los previstos en la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo. 
 
Las sanciones que se impongan, no eximen al infractor del pago de los daños y 
perjuicios ocasionados a las vías generales de comunicación y otros bienes de la 
Nación o a terceros. 
 
Artículo 22.- Al transportista que durante el período de un año reincida por 
primera vez en la misma infracción, se le aplicará la sanción por el doble de la multa 
que corresponda; cuando reincida por segunda ocasión en la misma infracción y 
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en el mismo período, la Secretaría revocará el permiso que le fue otorgado a la 
unidad respectivo. 
 
Para los efectos del presente Capítulo, las sanciones se calificarán tomando en 
cuenta la gravedad de la falta, los daños causados y, en su caso, la reincidencia. 
 
 

TABULADOR DE MULTAS 
 

 ARTÍCULO 
INFRINGIDO 

CONCEPTO DE 
INFRACCIÓN 

MONTO DE LA SANCIÓN 
EN DÍAS DE SALARIO 
MÍNIMO GENERAL 
VIGENTE EN EL 
DISTRITO FEDERAL 

Mínimo Máximo 

2 
 

5o. Por operar con 
exceso de alto de 
lo autorizado en la 
norma respectiva, 
hasta 10 cm. 

25 28 

3  
 

5o.  
 

Por operar con 
exceso de alto de 
lo autorizado en la 
norma respectiva, 
más de 10 cm. y 
hasta 15 cm.  
 

50 53 

4   
 

5o. Por operar con 
exceso de alto de 
lo autorizado en la 
norma respectiva, 
más de 15 cm. y 
hasta 20 cm. 

75 78 

5 5º. Por operar con 
exceso de alto de 
lo autorizado en la 
norma respectiva, 
más de 20 cm.  
 

100 
 

105 

6 5o. Por operar con 
exceso de ancho 
de lo autorizado en 
la norma 
respectiva, hasta 
10 cm. 

25 
 

28 

7 5o. Por operar con 
exceso de ancho 
de lo autorizado en 
la norma 
respectiva, más de 
10 cm. y hasta 15 
cm.  
 

50 
 

53 

8 
 

5o. Por operar con 
exceso de ancho 

75 
 

78 



de lo autorizado en 
la norma 
respectiva, más de 
15 cm. y hasta 20 
cm.  
 

9 5o. Por operar con 
exceso de ancho 
de lo autorizado en 
la norma 
respectiva, más de 
20 cm. y hasta 25 
cm.   

150 155 
 

10 5o. Por operar con 
exceso de ancho 
de lo autorizado en 
la norma 
respectiva, más de 
25 cm. 

250 255 
 

11 5o. Por operar con 
exceso de las 
dimensiones de 
largo de lo 
autorizado en la 
norma respectiva, 
hasta 50 cm.  
 

25 28 
 

12 5o. Por operar con 
exceso de las 
dimensiones de 
largo de lo 
autorizado en la 
norma respectiva, 
más de 50 cm. y 
hasta 100 cm.  
 

50 53 
 

13 5o. Por operar con 
exceso de las 
dimensiones de 
largo de lo 
autorizado en la 
norma respectiva, 
más de 100 cm. 

250 255 
 

 
 

Reglamento Interior de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones 
y Transportes 
 
ARTÍCULO 1. El presente Reglamento tiene por objeto establecer la organización 
y funcionamiento de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 
Transportes, así como determinar la competencia, estructura y atribuciones de sus 
unidades administrativas.  
 
La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, en lo sucesivo, la 
Secretaría, tiene a su cargo el ejercicio de las atribuciones que le confieren la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal y otras leyes, así como los 
reglamentos, decretos, acuerdos, órdenes y demás disposiciones jurídicas que 
expida la persona titular del Ejecutivo Federal. 
 
… 
 
ARTÍCULO 3. Al frente de la Secretaría hay una persona titular quien, para el 
desahogo de los asuntos de su competencia, se auxilia de las unidades 
administrativas y de los órganos administrativos desconcentrados siguientes:  
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B. Oficinas de Representación: Centros SICT, en los estados de la 
Federación, y 
… 
 
ARTÍCULO 9. Las personas titulares de las jefaturas de unidad y de las direcciones 
generales pueden auxiliarse para el ejercicio de sus facultades por las personas 
servidoras públicas que figuren en su estructura orgánica autorizada, de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
ARTÍCULO 10. La persona titular de cada jefatura de unidad y de cada dirección 
general de la Secretaría, en el ámbito de su respectiva competencia, tiene las 
facultades comunes siguientes: 
… 
 
XV. Autorizar por escrito a las personas servidoras públicas subalternas para que 
firmen documentos, resuelvan o intervengan en determinados asuntos 
relacionados con la competencia de la unidad administrativa a su cargo, conforme 
a las necesidades del servicio y previo acuerdo de la persona superior jerárquica; 
 
XXXIV. Coordinar sus acciones con las demás unidades administrativas y con los 
órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría y, en su caso, con otras 
dependencias del Ejecutivo Federal, para el desempeño y un mejor despacho de 
los asuntos de su competencia; 
 
XXXVII. Ejercer las demás facultades que les confieren otras disposiciones 
jurídicas aplicables, así como realizar aquellas funciones que le encomiende la 
persona titular de la Secretaría y la persona superior jerárquica. 
 
ARTÍCULO 40. Los Centros SICT son las oficinas de representación que tiene la 
Secretaría en cada uno de los estados que integran a la Federación. 
 
Cada Centro SICT se encuentra a cargo de una persona titular de la dirección 
general, designada por la persona titular de la Secretaría y tendrán la estructura 
orgánica que se determine en el manual de organización de los Centros SICT, en 
términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
 
ARTÍCULO 41. Cada persona titular de la dirección general de cada Centro SICT, 
además de las facultades previstas en los artículos 9 y 10 de este reglamento, tiene 
las siguientes: 
… 
 
XIV. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones y condiciones que se establezcan 
en los permisos, autorizaciones y reconocimientos en materia de autotransporte 
federal, transporte privado y servicios auxiliares, declarar administrativamente la 
nulidad, cancelación o revocación de los permisos, autorizaciones o 
reconocimientos, así como la modificación, terminación o requisa de los mismos o, 
en su caso, proponerlo a la autoridad competente; 
 
… 
 
XIX. Realizar la inspección, verificación y vigilancia de los servicios de 
autotransporte federal y sus servicios auxiliares, del transporte privado, del 
arrendamiento de automotores, remolques y semirremolques, del traslado de 
vehículos, vehículos diagnóstico y vehículos de transporte con autorizaciones 
estatales o municipales que operan en los caminos, puentes o zonas de jurisdicción 



federal en la entidad federativa de su adscripción, así como de las terminales de 
personas pasajeras o de carga, de los depósitos de vehículos, de los centros de 
capacitación, de las unidades de inspección, de acuerdo a los lineamientos y al 
programa de trabajo autorizados. 
 
XX. Realizar, en el estado de su adscripción, la inspección, verificación y vigilancia, 
al autotransporte federal y sus servicios auxiliares, el transporte privado, el 
arrendamiento de automotores, remolques y semirremolques, el traslado de 
vehículos y vehículos diagnóstico, a fin de comprobar, a través de operativos de 
verificación de peso y dimensiones, que operan en los caminos y puentes de 
jurisdicción federal de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables; 
 
XXI. Designar a las personas servidoras públicas que deben intervenir en los actos 
previstos en las fracciones XIX y XX del presente articulo, quienes quedan facultada 
para instrumentar las boletas de infracción respectivas e imponer las sanciones 
correspondientes, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

 
  Reglamento de Tránsito en Carreteras y Puentes de Jurisdicción Federal 
 
Artículo 77.- Queda prohibido el tránsito de vehículos cuyas dimensiones excedan 
el alto, ancho o largo máximo permitido en el Reglamento sobre el Peso, 
Dimensiones y Capacidad de los Vehículos de Autotransporte que Transitan en los 
Caminos y Puentes de Jurisdicción Federal y demás disposiciones administrativas y 
técnicas que de éste emanen. 
 
En términos del párrafo que antecede, queda prohibido el tránsito de vehículos 
cuando transporten carga que sobresalga lateralmente, cuando transporten carga 
que sobrepase el alto máximo permitido para el vehículo, cuando transporten carga 
que sobresalga longitudinalmente más de 0.50 metros o cuando no porten los 
indicadores a que se refiere el artículo 36 de este Reglamento, salvo las 
excepciones previstas en las disposiciones aplicables a los vehículos del servicio de 
autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado. 
 
La trasgresión de la prohibición que este artículo establece, se sancionará con la 
aplicación de una multa de 30 a 40 veces la cuota diaria que establece este 
Reglamento, salvo cuando los vehículos sean destinados al servicio de 
autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado y excedan las 
dimensiones de alto, ancho y largo máximo permitido en las disposiciones 
aplicables, caso en el cual se impondrá sanción conforme a las mismas. 
 
 
Artículo 79.- El tránsito de los vehículos de autotransporte federal, sus servicios 
auxiliares y el transporte privado, se regirá por el presente Reglamento, así como 
por las demás disposiciones administrativas que resulten aplicables. 
 
Artículo 90.- La Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a través de 
servidores públicos comisionados, inspeccionará y verificará en centros fijos de 
verificación de peso y dimensiones, que los vehículos destinados al servicio de 
autotransporte federal, sus servicios auxiliares y los de transporte privado, cumplan 
con las disposiciones de peso, dimensiones y capacidad de acuerdo con lo 
establecido por la normatividad en la materia. 
 
La inspección y verificación anterior se llevará a cabo en presencia del conductor, 
del permisionario o de su representante legal, de conformidad con lo establecido 
en las normas respectivas. La inspección y verificación es independiente de la 
revisión que, en su caso, efectúe la Policía Federal. 
 

Reglamento De Autotransporte Federal y Servicios Auxiliares 
 

ARTÍCULO 1o.- El presente ordenamiento tiene por objeto regular los servicios 
de autotransporte federal de pasajeros, turismo, carga y servicios auxiliares y 
compete a la Secretaría, para efectos administrativos, la aplicación e interpretación 
del mismo. 
 
 



 

 
TERCERA SALA REGIONAL EN PUEBLA Y 
AUXILIAR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
 
EXPEDIENTE: 655/26-12-03-4   
 
ACTOR: ******* ***** ****** 
 

 

 
 

 

 
 

 25 

ARTÍCULO 3o.- La operación y explotación de los servicios de 
autotransporte federal de pasajeros, turismo y carga y los servicios auxiliares 
que los complementan, se sujetarán a las disposiciones de la Ley, los 
tratados internacionales, este reglamento y las normas que emita la 
Secretaría.  
 
ARTÍCULO 4o.- Los vehículos para el servicio de autotransporte federal 
estarán dotados de placas metálicas de identificación, calcomanías y tarjetas 
de circulación, las cuales deberán sujetarse al procedimiento de expedición, 
reposición, revalidación y modificación correspondientes. 
 

Las placas de servicio público federal tendrán la vigencia que señale la 
norma correspondiente, a cuyo término deberá efectuarse el canje de las 
mismas, de conformidad con el aviso que al efecto publique la Secretaría en 
el Diario Oficial de la Federación.  
 
ARTÍCULO 4A.- Dentro del plazo de quince días, el propietario de un 
vehículo de servicio de autotransporte federal matriculado queda obligado a 
solicitar la modificación de la tarjeta de circulación a la Secretaría en caso 
de cambio de modalidad, nombre o domicilio del permisionario o propietario, 
número de motor o características del vehículo especificadas en la tarjeta. 
Para lo anterior, deberá presentar solicitud por escrito acompañando los 
documentos siguientes:  
I. Tarjeta de circulación vigente;  
II. Declaración de características del vehículo, y  
III. Documento que avale la modificación solicitada. La Secretaría, en un 
plazo máximo de diez días hábiles, en caso de modificación simple, y de 20 
días hábiles en caso de cambio de modalidad, deberá entregar al solicitante 
la resolución que corresponda. Los plazos señalados comenzarán a correr a 
partir de que se encuentre debidamente requisitada la solicitud. 
 

ARTÍCULO 6o.- Serán objeto de permiso expedido por la Secretaría los 
servicios siguientes:  
 
I. Operación y explotación del autotransporte federal de pasajeros, turismo 
y carga; 
… 
 

V. Transporte privado de personas y de carga. 
… 
 

ARTÍCULO 40.- El servicio de carga general, consiste en el traslado de todo 
tipo de mercancías por los caminos de jurisdicción federal, siempre que lo 
permitan las características y especificaciones de los vehículos.  
 
ARTÍCULO 41.- El servicio de carga especializada comprende el transporte 
de materiales, residuos, remanentes y desechos peligrosos, objetos 
voluminosos o de gran peso, fondos y valores, grúas industriales y 
automóviles sin rodar en vehículo tipo góndola. Tratándose de objetos 
voluminosos o de gran peso determinados en la norma correspondiente, se 
requerirá permiso especial por viaje que otorgue la Secretaría. 



 

ARTÍCULO 74.- Los autotransportistas deberán emitir por cada embarque, 
una carta de porte debidamente documentada, que deberá contener, 
además de los requisitos fiscales y de las disposiciones aplicables contenidas 
en el presente reglamento, como mínimo lo siguiente:  
I. Denominación social o nombre del autotransportista y del expedidor y sus 
domicilios;  
II. Nombre y domicilio del destinatario;  
III. Designación de la mercancía con expresión de su calidad genérica, peso 
y marcas o signos exteriores de los bultos o embalaje en que se contengan 
y en su caso, el valor declarado de los mismos;  
IV. Precio del transporte y de cualquier otro cobro derivado del mismo;  
V. Fecha en que se efectúa la expedición;  
VI. Lugar de recepción de la mercancía por el autotransportista, y  
VII. Lugar y fecha o plazo en que habrá de hacerse la entrega al destinatario. 

 

             Una vez efectuada la lectura de los preceptos legales en que fundó su 

competencia Servidor Público Comisionado a la Unidad Administrativa Centro 

SICT Querétaro de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 

Transportes, se llega a la conclusión de que los mismos no son suficientes para tener por 

acreditadas las atribuciones con las que se ostenta, puesto que de los preceptos citados no 

se desprende, que dicho servidor público tenga facultades para verificar y sancionar, por 

“POR FALTA DEL DOCUMENTO QUE AVALE LA VERIFICACIÓN TÉCNICA DE LAS 

CONDICIONES FÍSICO MECÁNICAS DE LOS VEHÍCULOS”. 

 

En efecto, del análisis de los numerales supra transcritos, específicamente a los 

numerales del Reglamento Interior de la Secretaría de Infraestructura 

Comunicaciones y Transportes, se advierte que Los Centros SICT son las oficinas de 

representación que tiene la Secretaría en cada uno de los estados que integran a la 

Federación; y que competencia de dicha Secretaría, entre otras cosas, la verificación y 

vigilancia de los servicios de autotransporte federal y sus servicios auxiliares, del transporte 

privado, del arrendamiento de automotores, remolques y semirremolques, del traslado de 

vehículos, vehículos diagnóstico y vehículos de transporte con autorizaciones estatales o 

municipales que operan en los caminos, puentes o zonas de jurisdicción federal; sin 

embargo, en la resolución impugnada no se indica la fracción, inciso o apartado 

correspondiente que le confieran competencia material y territorial a la 

autoridad emisora del acto combatido, esto es, al Servidor Público Comisionado 

a la Unidad Administrativa Centro SICT Tlaxcala. 

 

             Así es, dichos preceptos establecen genéricamente que cada Centro SICT se 

encuentra a cargo de una persona titular de la dirección general, designada por la persona 

titular de la Secretaría, y están adscritos a la Coordinación de Centros SICT; tienen la 

estructura orgánica que se determine en el manual de organización de los Centros SICT, en 

términos de las disposiciones jurídicas aplicables; no obstante, se reitera, no se advierten 

los preceptos legales que le otorguen competencia de manera específica, a quien 

impuso la sanción, para desplegar tal actuación en el Centro SICT Tlaxcala. 
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Por lo anterior en el caso en estudio nos encontramos ante una falta de 

fundamentación de la competencia del funcionario emisor de la sanción, lo cual 

incide directamente en su validez, toda vez que esa deficiencia impide que se pueda 

hacer un pronunciamiento respecto a los efectos o consecuencias jurídicas que dicho acto 

pudiera tener sobre el particular, y por ende se obliga a declarar la nulidad de la resolución 

en su integridad, puesto que la violación formal cometida no resulta subsanable. 

 

Sobre esta cuestión, resulta aplicable la Jurisprudencia cuyo rubro es el siguiente:  

 

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A 
PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 
OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, 
FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS 
CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. 4 

 

En el mismo tenor, robustece el sentido del presente fallo, la siguiente 

jurisprudencia: 

 

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE 
SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA 
ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, 
INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 
del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 
12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL 
DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se 
sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación 
consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas 
legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia 
de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia 
constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al 
particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés 
jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no 
cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta 
inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, 
que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia 
de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es 
necesario que en el documento que se contenga se invoquen las 
disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la 
autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos 
supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o 
fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser 

                                                 
4 Se omite su transcripción, ya que fue reproducida anteriormente. 

 



así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría 
en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del 
ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en 
consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible 
abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que 
su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de 
autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en 
relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica 
(Énfasis añadido). 

 
 

Así pues, dado que en la boleta de infracción impugnada no se fundó 

debidamente la competencia de la autoridad que la emitió, resulta ilegal en términos 

del artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

por lo que con fundamento en el artículo 52, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se declara la nulidad lisa y llana de la misma. 

 

Al respecto, en relación con la nulidad decretada, se atiende a la Jurisprudencia 

creada con motivo de la contradicción de tesis 34/2007-SS resuelta por la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de 28 de marzo del 2007, cuyo rubro 

y texto rezan lo siguiente: 

 

NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTA-
CIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE 
SER LISA Y LLANA. En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta 
Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: 
"COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD 
DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, 
EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA 
PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora 
de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o 
subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si 
ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el 
particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al 
desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana 
del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar 
acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el 
acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la 
jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído 
a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado 
de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal. 
 
Contradicción de tesis 34/2007-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito.  
Tesis de jurisprudencia 99/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil siete. 5 
 

Así las cosas y en virtud de que el vicio de la insuficiente fundamentación de la 

competencia de la autoridad, afecta la legalidad de la resolución impugnada, esta Juzgadora 

en términos del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes agravios que hace valer la actora, 

                                                 
5 Registro No. 172182, Localización: Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta XXV, Junio de 2007, Página: 287, Tesis: 2a./J. 99/2007, 
Jurisprudencia, Materia(s): Administrativa 
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en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente 

fallo, ni se obtendría un mayor beneficio que el otorgado. Ello encuentra sustento en el 

criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo rubro señala:  

 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS 
EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA 
CONTROVERSIA EN PARTICULAR. 
 

  

SEXTO. RECONOCIMIENTO DE DERECHO SUBJETIVO. Finalmente, cabe 

precisar que en el inciso VII), del apartado de pretensiones de la demanda, la parte 

accionante solicita el reconocimiento del derecho subjetivo a la devolución del pago de 

lo indebido de la cantidad de $23,462.00, que erogó con motivo de la boleta de 

infracción con folio con folio TLAX/0052497. 

 

De autos se advierte la siguiente documentación: 

 

➢ Recibo de pago de Derechos, Productos y Aprovechamientos e IVA, con 

número de folio 649260001104, en el cual obra el nombre de la persona 

señalada como infraccionada en la boleta, y como concepto el número de 

la boleta impugnada en el presente juicio y clave de referencia de la 

dependencia (ver foja 15 de autos). 

➢ El comprobante de pago de dicha referencia efectuado en la institución 

bancaria BBVA MÉXICO, S.A. INSTITUCIÓN DE LA BANCA MÚLTIPLE, por el monto 

de $23,462. (ver anverso de foja 40 de autos). 

 

             Las probanzas descritas, gozan de valor probatorio pleno de conformidad con el 

artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; en 

consecuencia, con las documentales precisadas, el accionante acredita el derecho que le 

asiste a la devolución de la cantidad pagada y, ante la nulidad decretada de la boleta de 

infracción impugnada con folio TLAX/0052497, levantada el 05 de febrero de 2026; con 

fundamento en los artículos 52, fracción V, inciso a) y 58-14 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se ordena a la autoridad que una vez que 

quede firme la presente sentencia, realice las gestiones correspondientes para 

devolver la cantidad de $23,462.00, a quien la erogó como pago de la multa que 

le fue impuesta en la boleta de infracción declarada ilegal, contando con el plazo 



de un mes establecido en el artículo 58-14 invocado para llevar a cabo tal 

devolución. 

 

           Es aplicable a lo anterior, el precedente VII-P-1aS-589 emitido por este Tribunal, de 

rubro y texto siguientes: 

 

DERECHO SUBJETIVO A LA DEVOLUCIÓN. CASO EN QUE ES PROCEDENTE 
SU RECONOCIMIENTO CUANDO SE DECLARA LA NULIDAD DE LOS 
CRÉDITOS IMPUGNADOS Y EL CONTRIBUYENTE ACREDITA HABER 
REALIZADO LOS PAGOS CORRESPONDIENTES A AQUELLOS.- De 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 50, penúltimo párrafo, en relación con 
el artículo 52, fracción V, inciso a), ambos de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, se establece que en las sentencias que emita el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se podrá declarar la nulidad de 
la resolución impugnada y además reconocer al actor la existencia de un derecho 
subjetivo y condenar al cumplimiento de la obligación correlativa a la autoridad, 
siempre que se constate el derecho que tiene el particular y la ilegalidad de la 
resolución impugnada. Bajo esta tesitura si este Tribunal resuelve que son ilegales 
los créditos impugnados y la demandante acredita haber efectuado los pagos 
correspondientes a ellos, solicitando la devolución correspondiente, el Tribunal 
tiene la obligación de reconocer al actor la existencia del derecho subjetivo a la 
devolución y condenar al cumplimiento de la obligación correlativa, a la autoridad 
demandada. 

 

Por lo antes expuesto y con fundamento en los artículos 49, 50, 51, 52 fracciones 

II y V, inciso a), 58-1 y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se resuelve: 

 

R E S O L U T I V O S 

 

I. La parte actora probó su acción, en consecuencia, se declara la nulidad 

de la resolución impugnada, precisada en el resultando primero del presente fallo, por 

los motivos señalados en el último considerando del mismo. 

 

II. Se reconoce el derecho subjetivo de la accionante para obtener la 

devolución del pago que erogo con motivo de la boleta de infracción nulificada.  

 

III. Notifíquese por boletín jurisdiccional a las partes. 

  

            Así lo resolvió y firma la Magistrada Instructora en el presente contencioso, Licenciada 

MARÍA GABRIELA OLGUIN ARELLANO, ante el Secretario de Acuerdos Licenciado 

MARCO ANTONIO TIZNADO MALDONADO, quien DA FE.  

MGOA/MATM 

 

 

       _________________________ 
 Mag. María Gabriela Olguin Arellano 

              ________________________ 
      Lic. Marco Antonio Tiznado Maldonado  
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“El 18 de septiembre de 2026, el Licenciado Marco Antonio Tiznado Maldonado, Secretario de Acuerdos 

con adscripción en la Tercera Sala Regional en Puebla y Auxiliar, hago constar y certifico que en 

términos de lo previsto en los artículos 120, 115, párrafos, primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión pública suprime toda aquella 

información considerada legalmente como confidencial. Conste.” 

 


